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lA n/lit/ación del Lnudo Arbitral'Jor fallo ell conciencia "" Colombia y 
la róvindicació" de la eqllldad C01ll0 pr;ncil'lO 

1. INTRODUCCIÓN 

El estudio de la equidad, a propósito de la causal de anula-
ción de laudos arbitrales, propone una visión negativa de lo que 
es en realidad un valor que supone la realización de la justicia. 
En el caso colombiano, la equidad se presenta erradamente a tra-
vés de los recursos de anulación, bajo la figura del fallo en con-
ciencia, como un vicio que afecta la validez de los laudos arbitra-
les,soslayando que la equidad debe ser entendida como un prin-
cipio que "supem la justicia en el sentido de corregir la ley en ciertos 
casos particulares, pues la regla universal no contempla cada situación 
particular"2. 

Sin embargo, la equidad no es, ni puede entenderse como 
un vicio en materia arbitral, sinónimo del fallo en conciencia. 

Por esta razón, resulta oportuno efectuar unas breves considera-
ciones sobre la equidad y el fallo en conciencia en materia arbi-
tral, las cuales serán materia de este artículo. 

2. El reconocimiento de la equidad como principio de la 
actividad judicial y no producto de la arbitrariedad 

De conformidad con la Constitución Nacional, la equidad 
resulta un criterio auxiliar de la actividad judicial: 

"Artículo 230. Los jueces, en sus providencias, sólo están 
sometidos al imperio de la ley. 

La equidad, la jurisprudencia, los principios generales del 
derecho y la doctrina son criterios auxiliares de la actividad 
judicial." 

2. AIUSTÓTELES. E,iw de Nicúmaco Gredos. Madrid 1985. 
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Al respecto, tanto el Consejo de Estado como los Tribunales 
de Distrito Judicial colombianos reivindican, a través de su juris-
prudencia, el valor de la equidad, recordando que lejos de ser un 
vicio por sí misma, cual sería un fallo en conciencia debiendo ser 
en derecho, constituye un principio de la actividad judicial. 

2.1 El fallo en equidad, es primeramente, 
un fallo fundamentado. 

En sentencia del 3 de octubre de 2008, el Tribunal Superior 
del Distrito Judicial de Bogotá3 recordó que los fallos judiciales 
expedidos en la República de Colombia, sean en equidad o en 
derecho, se dicen fundamentados; de suerte que la falta de fun-
damento no es una característica de la equidad, sino muy por el 
contrario, un defecto de los fallos judiciales. 

En efecto, sostuvo el Tribunal con apoyo en la Sentencia del 
7 de junio de 2007: 

"De otro lado, fallar en conciencia no es fallar arbitrariamen-
te, ni razonar al margen de nuestro ordenamiento jurídico, en 
cambio, el arbitraje en derecho es aquél en el cual los árbitros 
fundamentan su decisión en el derecho positivo vigente. 

( ... ) 

y no se acepta porque esa sentencia presente desfases de 
carácter doctrinario al confundir, en primer término, la 
carencia de motivos o razones para decir (sic) con falta de 
motivación; y al dar a entender que fallo arbitral en derecho 
que carezca de motivación probatorio lo convierte en fallo en 
conciencia. 

y no es aceptable la confusión, porque toda sentencia (y la 
arbitral no es la excepción) debe reposar sobre un motivo o, 
en otras palabras, debe apoyarse siempre en una situación 

3. Magislriula Ponente: Liana A. Lizarazu Vaca. 
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jurídica (de hecho y de derecho) preexistente anterior y 
determinante, que justifique su expedición. Y otra cosa dife-
rente es que el juez que la dicte tenga que explicar con argu-
mentos las razones de hecho y de derecho que le sirven de 
apoyo para decidir en determinada forma. 

Tnllto el fnllo en cOllciencin COII/O ell derec/IO tielle que reposnr sobre 
un ,,/Otivo justificntivo; ni el uno ni el otro pueden surgir por 
generación espontánea y sin que se apoyen en una situación 
jurídica preexistente que deba resolverse. Pero mientras el fallo 
en derecho debe explicar los motivos o razones de orden pro-
batorio y sustantivo que tuvo para arribar a la conclusión que 
contiene la parte resolutiva, en el fallo en conciencia esa moti-
vación no es esencial ni determinante de su validez. 

Ellnudo en derecho que cnrezcn de II/otivnciónno se cOllvierte en 
fnllo en conciencin. La diferencia entre estos fallos radica en ese 
aspecto formal o accidental, sino que toca, como se dijo, con 
el marco de referencia formativo que condiciona la conducta 
del juzgador en uno y otro" 

Esta postura fue adoptada por el Consejo de Estado en fallo 
posterior, del 13 de mayo de 20094 cuando señaló: 

"Pero ese fnllo en conciellcin, pese n su extellsióll, /la puede ser 
nrbitrnrio y mucho menos desconocer los hechos del proceso 
o las reglas de la lógica y de la experiencia; porque tanto esos 
hechos como las mencionadas reglas, constituyen obligacio-
nes obvias e implícitas impuestas a los jueces de conciencia 
para la recta ejecución de su cargo judicial. Porque tanto el 
árbitro de derecho como el de conciencia, administran justi-
cia (idea que excluye de principio, la arbitrariedad)" 

Por su parte, en sentencia del 28 de mayo de 20085, el 
Tribunal Superior de Bogotá expuso que la equidad no es un 
valor supletivo o residual de la actividad judicial, sino un crite-
rio de apoyo para el juzgador: 

4. Magislr.ltlo Poncnlc Myrinm Guerrero dc Escobar. 
5. Magistrm Ponente: lose Elio Fonsecn Melo. 
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"Preceptúa el artículo 230 de la Carta Política que los jue-
ces en sus providencias sólo están sometidos al imperio de la 
ley y enseguida anota que la equidad, la jurisprudencia, los 
principios generales del derecho y la doctrina son criterios 
auxiliares de la actividad judicial. Un buen entendimiento de 
este precepto constitucional indica que los criterios auxiliares 
de la justicia se deben aplicar cuando se trata de resolver un 
caso particular, pues la expresión 'criterios auxiliares de la 
justicia' de ninguna manera significa que se deben aplicar en 
subsidio, porque de una parte, la Carta no lo dijo de esta 
manera, y de la otra, en el universo jurídico constituyen ele-
mentos de uso imprescindible en desarrollo de las tareas 
encomendadas al juez." 

y en fallo posterior, del 30 de noviembre de 2009, el 
Tribunal concluyó que las características negativas de un fallo, 
no sólo no hacen parte de la equidad, sino que además no puede 
ser reprochable al Juez, por virtud del mandato constitucional, 
que acuda a ella como criterio auxiliar de la actividad judicial. 

"( .. . ) Tal labor hermenéutica no muta el fallo en derecho 
corno lo es, a uno en equidad, recuérdese que conforme al 
artículo 2030 de la Constitución 'La equidad, la jurispruden-
cia, los principios generales de derecho y la doctrina son cri-
terios auxiliares de la actividad judicial'. Cuando de ellos se 
hace uso, como en el presente caso ocurrió, no es admisible 
reprochar la decisión arguyendo que el juzgador falló en 
conciencia ( .. .)" 

2.2 La equidad es un valor que realiza la justicia y 
permite, por tanto, que los fallos en derecho 
sean por principio equitativos 

En sentencia del 8 de julio de 2009, el Consejo de Estado 
definió la equidad como un valor superior que permite la reali-
zación de la justicia en los casos particulares donde la Ley, por 
su generalidad, no es suficiente. 
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y adoptó además la posición de la jurisprudencia francesa", 
al considerar que la Ley, por principio, está basada en la equi-
dad. En efecto, señala el fallo: 

"Y es que la equidad, sin duda, realiza el valor justicia, 
toda vez que constituye el criterio que permite materializar-
la en los casos particulares; en efecto, dado que las leyes con-
sagran supuestos generales y situaciones en abstracto que se 
presentan en la sociedad, al ser aplicada a los casos particu-
lares a los cuales está dirigida, requiere de la intervención de 
criterios y principios que como la equidad permiten desatar 
cualesquier controversia concretando el valor de justicia; es 
decir, su importancia reside en que con ella se precave una 
injusticia derivada de la aplicación de la ley a un caso parti-
cular. Por eso, en derecho siempre hay que encontrar decisiones y 
soluciones que, bajo el principio de equidad y sin abdicar o desco-
nocer la ley, resulten justas, tarea en la cual el juez no se opone 
a la voluntad soberana del legislador sino que la concreta en 
atención a la situación particular y en forma tal que esté en 
consonancia con las circunstancias reales y propias del caso, 
para evitar inequidades o injusticias y asegurar la misión de 
la Administración de Justicia en el Estado de Derecho." 

3. CARACTERÍSTICAS GENERALES DEL 
FALLO EN CONCIENCIA 

A su tumo, refiriéndose al fallo en conciencia, en sentencia 
del 29 de enero de 20091 lo definió como aquél que deviene de la 
convicción interna del juzgador, en los siguientes términos: 

"De acuerdo con los lineamientos que la jurisprudencia de 
la Sala ha trazado, los arbitramentos en conciencia se distin-
guen de los decididos en derecho en consideración a que los 
primeros deben ser resueltos únicamente con base en el cri-

6. CAROENi\S M EJII\, JUiln Pablo. "El Arhurajc ('11 Equidad", En, Revista Univcrsitas No. IOS. Bogola: 
Junio de 2003. 

7. Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera. Consejero Ponente. 
Mauricio Fajardo GÓmel.. 
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terio de justicia inmerso en el juzgador, en tanto que los 
segundos precisan, como fundamento de la determinación 
que se adopte, del soporte brindado por las normas, princi-
pios legales o supralegales que formen parte del ordena-
miento jurídico aplicable al caso concreto. Así las cosas, los 
fallos ell cOllciellcia 110 sólo exclllyell la obligacióll de aplicar reglas 
de derecho, sillo qlle dejall a los árbitros ell plella libertad para deci-
dir la cOlltroversia de aClIerdo COIl Sll ílltima cOllviccióll." 

3.1 Ex qllo et bono o, verdad sabida y buena fe guardada 

Fallar en conciencia exige del Juzgador acudir a su propio 
juicio para decidir conforme a la verdad sabida y buena fe guar-
dada: una regla que expresa el ideal del deber ser y la solución 
recta y justa de las controversias dictadas por la íntima convic-
ción, y cuya expresión latina es ex qua el bOllO, definida así por el 
Consejo de Estado8: 

"En cambio, cuando el juez arbitral decide en cOllciellcia, se 
mueve en un marco formativo diferente mas amplio, porque 
como lo dice la jurisprudencia cuando así actúa tiene la facul-
tad de decidir 'ex qllo el bOllO', locución latina que quiere 
decir 'conforme a la equidad o según el leal saber y entender' 
Uurisprudencia Arbitral en Colombia, 1988 U. Externado de 
Colombia, p. 181). 

Tal amplitud permite aceptar que cuando el Juez arbitral 
decide en conciencia puede aún conciliar pretensiones 
opuestas; conducta que no puede asumir cuando falla en 
derecho, y aun decidir sobre extremos no suficientemente 
probados pero posibles". 

En sentencia posterior del 22 de julio de 20099, sostuvo ade-
más: 

8. Consejo de ES1ado Sentencia del 13 de mayo de 2009, Myriam Guerrero de Escobar. 
9. Con ci1a de ItI senlencitl dcl27 de tlbril de 1999. 
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"El fallo en conciencia se caracteriza porque el juez dicta la pro-
videllcia sill efectuar Ilecesariamcntc razonamielltos de ordell jurí-
dico, prescindiendo de las normas jurídicas y de acuerdo con 
su intima convicción en relación con el deber ser y la solución 
recta y justa del litigio, luego de examinar los hechos, las 
pruebas y de valorar bajo su libre criterio y el sentido común 
las circunstancias de tiempo, modo y lugar que dieron lugar 
a la controversia. Es decir, de conformidad con reiterada 
jurisprudencia, el fallo en conciencia se presenta cuando el 
juez toma determinaciones siguiendo lo que le dicta su pro-
pio fuero interno, según su leal saber y entender, basado o no 
en el principio de la equidad, de manera que bien puede 
identificarse con el concepto de verdad sabida y buena fe 
guardada ("ex aeqllO el bOllO")" 

3.2 La interpretación errada de una norma jurídica o el 
yerro de una decisión, no constituyen fallo en conciencia 

En sentencia del 14 de enero de 2008, el Tribunal Superior 
del Distrito de Bogotá lO recordó que el fallo en conciencia depen-
de de la íntima convicción del juzgador en la elevada función de 
impartir justicia, y no supone un yerro de apreciación o interpre-
tación de la ley, pues el juzgador en conciencia puede incluso 
prescindir de las normas jurídicas. 

En efecto, estimó el Tribunal: 

"El motivo de anulación del laudo arbitral por haberse 
fallado en conciencia y no en derecho, tiene que aparecer de 
manera ostensible y palmaria, por lo cual queda limitado a 
105 casos en donde 105 árbitros haciendo abstracción de los 
elementos de convicción incorporados y de las normas jurí-
dicas aplicables, resuelven el1itigio bajo su íntima convicción 
atendiendo exclusivamente al sentido común y a la equidad, 
y sillllecesidad de acudir a nillgulla clase de argumelltaciólI jurídi-
ca; luego, no hay fallo en conciencia ni siquiera cuando el 

10, M.P.: Edgar Gorlos Sanabria Mela. 
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Tribunal Arbitral interpreta erróneamente una norma jurídi-
ca, o deja de aplicarla, o la aplica indebidamente, o incurre en 
indebida apreciación del material probatorio." 

En ese sentido, mientras que la equidad es un prinCipIO 
auxiliar del derecho, que permite atemperar, matizar las dispo-
siciones legales en cada caso concreto, el fallo en conciencia 
corresponde a una decisión en la que las normas jurídicas resul-
tan totalmente abstraídas para dar paso a la sola convicción 
basada en el sentido común. 

Un yerro en la apreciación de las normas, no es, ni de mane-
ra lejana, una íntima convicción; tampoco corresponde, necesa-
riamente, a la aplicación del sentido común; es simplemente eso; 
un error del juzgador, que dependiendo de su entidad, puede 
constituirse en lo que a la luz de la jurisprudencia colombiana se 
conoce como una vía de hecho, vicio que da paso a la acción de 
tutela (o de amparo en varios países de Latinoamérica), pero 
nunca a un fallo en conciencia. 

4. PRESUPUESTOS ESENCIALES DE ANULACIÓN DEL 
LAUDO ARBITRAL POR FALLO EN CONCIENCIA 

De conformidad con el artículo 163 numeral 6 del decreto 
1818 de 1998, mejor conocido como Estatuto de los Mecanismos 
Alternativos de Solución de Conflictos, constituye una causal de 
anulación del laudo arbitral, el haber sido proferido en concien-
cia, debiendo ser en derecho. 

Como quedó anotado, la jurisprudencia en Colombia ha 
sido extensa en reafirmar a la equidad como príncipio de la acti-
vidad judicial y en ese sentido, de distinguirla de la causal de 
nulidad de laudos arbitrales por fallo en conciencia. 

Para este último caso, ha planteado los siguientes lineamien-
tos para determinar cuándo un laudo es susceptible de ser anu-
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lado, por haber sido proferido en conciencia: (i) que aparezca de 
manifiesto en el laudo que el mismo fue proferido en conciencia, 
y (ii) que aquel haya debido ser en derecho. 

Sin embargo, para establecer cuando es manifiesta la exis-
tencia de un laudo en conciencia, la aproximación del Consejo 
de Estado se encamina a reconocer que existe fallo en conciencia 
cuando (i) hay ausencia absoluta de aplicación del régimen jurí-
dico o (ii) manifestación expresa de ser un fallo en conciencia, u 
(iii) omisión del material probatorio; en algunos casos ha soste-
nido también que se presenta este tipo de fallo cuando se aplican 
normas que carecen de vigencia, lo cual sin embargo, constitui-
ría un defecto judicial o vía de hecho que tendría que ser discu-
tido a través de la acción de tutela. 

Así, por ejemplo, mediante providencia del 22 de julio de 
2009, sostuvo: 

"Primero, para que pueda hablarse de un fallo en concien-
cia se ha debido omitir la referencia el régimen jurídico apli-
cable a la controversia. 

( ... ) 

El segundo presupuesto legal que configura el fallo en derecllO y 
no en conciencia, cOllsiste en que las normas en que él se apoya 
deben estar vigentes. 

( .. . ) 

El tercer supuesto planteado por la jurisprudencia se pre-
senta cuando las pruebas que deberían ofrecer convicción a 
los árbitros carecen de soporte valorativo normativo." 

Yen sentencia del 13 de mayo de 2009, concluyó: 

10 M,P,: Cdgar Garlos Sanabria Meto. 
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"El contenido de la providencia debe evidenciar de manera 
manifiesta qlle se está decidiendo en conciencia y 110 en derecho. 

La decisión de los árbitros debe provelÚr de la aplicación 
del sentido común y la equidad, del juicio que haría un hom-
bre justo, es decir, de su Íntimo convencimiento. El juez tiene 
absoluta libertad en la apreciación de la prueba 11 y hasta 
puede apartarse de ella, puesto que lo verdaderamente rele-
vante, es su decisión en conciencia, en su Íntima convicción. 12 

El fallo en conciencia está liberado del rigorismo de la tari-
fa probatoria, la carga de la prueba y el sustento de derecho 
sustantivo. Precisamente por no tener como asidero la Íntima 
convicción, el sentido común, la prudencia y lo justo -Jorge 
Hemán Gil. Del recurso de anulación de laudos arbitrales.-
Sigrufica entonces, que el fallador puede apartarse totalmen-
te de la prueba o valorarla libremente según su convicción 
moral Íntima, e igualmente, puede no tener en cuenta las 
normas legales que regulan la materia para tomar sus deci-
siones, puesto que para fallar sólo debe consllltar Sil conciencia, 
su Íntimo convencimiento a la luz de la equidad. 

En el fallo en conciencia no hace falta explicar las razones 
que dan lugar a la decisión, es decir, ésta no es esencial ni 
determinante, lo cual se apoya en los principios de verdad 
sabida y buena fe guardada, propios de esta clase de deci-
sión. 

Debe entenderse entonces, que el laudo en conciencia está 
determinado por: i) la ausencia en su contelÚdo de normas 
del derecho positivo; ii) la libre apreciación del juez tanto de 
los hechos como de las pruebas allegadas al expediente; iii) 
la Íntima convicción del juez sobre lo justo o equitativo para 
tomar la decisión y iv) la equidad como apoyo de dicha deci-
sión-." 

11 . Senlencia del 6 de Julio de 2005. Exp. 28890. Sentencia del 4 de mayo de 2000, cxp. 16766 del 27 
de julio de 2000. 

12. PALACIO HINCAI'II'l, Juan Ángel. La Pntcha Judicial Ediciones Doctrina y Ley Ltda. Bogota: 2004, p, 
123. 
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4.1 Ausencia de aplicación del régimen jurídico 

La falta de aplicación del régimen jurídico es el indicador 
inicial y el presupuesto más importante que permite detectar la 
existencia de un fallo en conciencia, pues sugiere de entrada que 
el juzgador prescindió, sin estar autorizado a ello, de la ley. 

Respecto de esta causal, ha dicho la jurisprudencia: 

"En ocasiones se ha agregado, de la mano de lo que dispo-
ne la ley, que la causal se configura cuando los árbitros se 
apartan de la aplicación de las reglas de derecho en forma 
"manifiesta", es decir, que la inobservancia de la normativi-
dad debe ser evidente, luego, no se trata de una simple o dis-
cutida omisión normativa o de falta de referencia constante a 
las normas del ordenamiento jurídico, sino que es necesario 
que esa circunstancia se refleje claramente en el laudo." ( ... ) 
Ahora, tratándose del arbitramento en derecho, la necesidad 
de fundamentar o motivar no se cumple con el simple seña-
lamiento de una norma jurídica, o con la exposición de un 
criterio doctrinario o jurisprudencial; es necesario que éste, 
por mínimo que sea, tenga relación con la decisión adoptada 
y sea coherente con el caso examinado. 

De esta forma, cuando el juez del recurso de anulación 
advierte que la decisión arbitral no se sustentó en normas de 
derecho positivo, en los principios generales, en la doctrina, 
en la jurisprudencia o en el mismo contrato -norma principal 
que somete a las partes- , concluirá que dicho fallo se profirió 
en conciencia, pues sí 110 existe argumellto jl/rídico -el/a/quiera 
sen SI/ tI/elite, o ulla cOl1lbillncióll de ellns-, se entenderá que el 
Tribunal, a pesar de decidir, lo hizo con base en criterios aje-
nos al ordenamiento jurídico, esto es, según la máxima "ver-
dad sabida, buena fe guardada". \3 

"El fallo en conciencia se caracteriza porque el juez dicta la 
providencia sin efectuar necesariamente razonamientos de 

13. Consejo de ESlado, senlcncia dcl22 de julio de 2009. 
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orden jurídico, prescindiendo de las normas jurídicas y de 
acuerdo con su íntima convicción en relación con el deber ser 
y la solución recta y justa del litigio, luego de examinar los 
hechos, las pruebas y de valorar bajo su libre criterio y el sen-
tido común las circunstancias de tiempo, modo y lugar que 
dieron lugar a la controversia. Es decir, de conformidad con 
reiterada jurisprudencia, el fallo en conciencia se presenta 
cuando el juez toma determinaciones siguiendo lo que le 
dicta su propio fuero interno, según su leal saber y entender, 
basado o no en el principio de la equidad, de manera que 
bien puede identificarse con el concepto de verdad sabida y 
buena fe guardada ("ex aequo el bOIlO")".!4 

4.1.1 Se acepta ulla mínima referencia cOllectada 
COII la decisióII 

La jurisprudencia de los altos tribunales, en cuanto a la 
ausencia de aplicación del régimen jurídico como causal para 
estimar la existencia de un fallo en conciencia fue en un princi-
pio radical, pues exigía la ausencia absoluta de referencia a la 
ley. Esta posición, no obstante, se ha ido decantando sabiamen-
te, y hoy, si bien basta tan sólo una mínima referencia a la ley 
para que un fallo sea considerado como dictado en derecho, se 
exige sin embargo que dicha referencia al derecho positivo esté 
conectada directamente con la decisión, para descartar alusiones 
legales descontextualizadas que disfracen un fallo en conciencia. 

Al respecto, ha señalado la jurisprudencia: 

"La más mínima referencia al derecho positivo" -como en 
anteriores ocasiones lo ha sostenido la Sala-, hace alusión, 
por tanto, a que esa "mínima referencia" esté realmente 
conectada con el sentido de la decisión, cualquiera que éste 
sea -pues el del contenido del pronunciamiento arbitral no es 
un asunto fiscalizable por el juez del recurso de anulación-, 
vale decir, que la referencia al Derecho en realidad ha de 

14. Consejo de Estndo. sentencia del de julio de 2009. 
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constituir fundamento de lo que se resuelve y no tratarse de 
una simple anotación absolutamente descontextualizada del 
hilo argumentativo que en verdad conduce a la resolución 
del caso, orientada a dar, al laudo la apariencia de estar sus-
tentado en un precepto jurídico que no desempeña papel 
alguno en la cadena justificativa construida por los árbitros 
con el propósito de motivar su determinación:'I; 

Ya en sentencia del 7 de junio de 2007, la misma 
Corporación sostenía: 

"No obstante la reiteración de cuanto hasta aquí se ha refe-
rido en tono a la caracterización que la Sala ha efectuado de 
esta causal de anulación, sí resulta oportuno matizar, en rela-
ción con la cita recién transcrita, de acuerdo con la cual la 
mas mínima referencia que el árbitro haga al derecho positi-
vo, hace que el laudo sea calificable como" en derecho" y no 
"en conciencia", que lo dicho no supone admitir que incluso 
la mera invocación de algún precepto jurídico, aún si toda la 
argumentación del laudo se construye al margen de conside-
raciones realmente basadas en el Derecho, permita sostener 
que la decisión de los árbitros no está incursa en la causal de 
anulación. 

La más "mínima referencia al derecho positivo" -como en 
anteriores ocasiones lo ha sostenido la Sala- hace alusión, 
por tanto, a que esa "mínima referencia esté realmente conec-
tada con el sentido de la decisión, cualquiera que ésta sea 
-pues el del contenido del pronunciamiento arbitral no es un 
asunto fiscalizable por el juez del recurso de anulación- vale 
decir, que la referencia al derecho en realidad no ha de cons-
tituir fundamento de lo que se resuelve y no tratarse de una 
simple anotación absolutamente descontextualizada del hilo 
argumentativo que en verdad conduce a la resolución del 
caso, orientada a dar al laudo la apariencia de estar sustenta-
do en un precepto jurídico que no desempeña papel alguno 
en la cadena justificativa construida por los árbitros con el 
propósito de motivar su determinación". 

15. Consejo de Estado, Sentencia del 22 de julio de 2009. 
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4.1.2 El fallo debe estar basado en el contrato 

A propósito de la exigencia de que el fallo esté basado en el 
ordenamiento jurídico para que pueda ser considerado como 
dictado en derecho, tímidamente la jurisprudencia ha ido desa-
rrollando otra exigencia respecto de los laudos que resuelven 
controversias surgidas de la ejecución de contratos para que, en 
efecto, estos tengan fundamento en el contrato discutido. 

Así lo sostuvo el Consejo de Estado, en sentencia del 13 de 
mayo de 2009: 

"En sentencia de 9 de agosto de 2001, la Sala sostuvo que 
el laudo es en derecho cuando hace referencia al derecho 
positivo vigente y se fundamenta en el contrato celebrado, 
que constituye ley para las partes y lo será en conciencia 
cuando hay ausencia de razonamientos jurídicos." 

Yen sentencia del 22 de julio de 2009, esta misma corpora-
ción señaló: 

"Por tal razón, un laudo será en derecho cuando en su 
parte considerativa exponga, analice o haga referencia a 
cualquier disposición de naturaleza jurídica, incluido el con-
trato que le sirve de base a la controversia." 

4.2 Manifestación expresa de ser un fallo en conciencia 

Este requisito no presenta mayor problema en su identifica-
ción, aunque tal vez constituya el más extraño de encontrar. No 
resultaría lógico que unos árbitros, a sabiendas de que han sido 
designados para fallar en derecho, manifiesten que contravi-
niendo el principio de habilitación y de voluntariedad de las 
partes, profieren un laudo en conciencia. 
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4.3 Omisión en el estudio del acervo probatorio 

Finalmente, la omisión en el estudio del acervo probatorio 
es otro indicador que sugiere la existencia de un fallo en concien-
cia. Dicho análisis lo han hecho las cortes sin embargo, cuidán-
dose de no coartar ni interferir en la libertad probatoria de los 
árbitros para valorar las pruebas. 

En este sentido, se ha manifestado el Tribunal Superior de 
Bogotá, así: 

"Ahora, el fallo en conciencia sólo se evidencia cuando la 
sentencia proferida no se sujeta al marco jurídico que debía 
acatar y solo se basa en la mera equidad, o cualldo haya desco-
Ilocido abiertamente el material probatorio incorporado al proceso, 
que le impidiera al juez darle el alcance adecuado a todos los 
medios de convicción, al punto de proferir una sentencia 
contra evidente".16 

y el Consejo de Estado, en el mismo sentido ha determina-
do en repetidos fallos lo siguiente: 

"Ello lo ha precisado la Sala, sin interferir en la libertad de 
que gozan los árbitros para valorar las pruebas, según las 
reglas de la sana crítica. En palabras de la Corporación: 

'Adicional a lo anterior, si bien el fallo en conciencia radi-
ca, básicamente, en la falta de apoyo normativo para la solu-
ción del problema planteado, también el aspecto probatorio, 
asociado al problema normativo, puede ser discutido desde 
esta perspectiva. Según esto, puede ocurrir que el fallo en 
conciencia se derive del hecho de que las pruebas que debe-
rían ofrecer convicción a los árbitros, carecen de soporte 
valorativo normativo, y se radican, fundamentalmente, en la 
pura y simple conciencia del árbitro. ( ... )"17 

16. Tribunal Superior del Distrito de Bogotá Sala Civil Octubre 3 de 2008. 
17. Consejo de Estado, Sentencia del 22 de julio de 2009. 
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En el mismo sentido, manifestó esa Corporación: 

"En este orden de ideas, para que un fallo sea considerado 
en conciencia, se exige que su contenido no se haya apoyado 
en el derecho objetivo que regula la controversia, y que por 
tanto sea producto de la libre apreciación del juez, sin consi-
deración alguna a las normas del ordenamiento jurídico, 
además de que el aspecto probatorio debe guardar armonía 
con esta idea, en tanto que el sentido de la decisión debe ser 
expresión de las pruebas que obran en el proceso, y su valo-
ración según las reglas de la sana crítica. 

Debe advertirse, sin embargo, frente a esta último requisi-
to, que la posibilidad de que el aspecto probatorio de un pro-
ceso arbitral configure una violación al deber de fallar en 
derecho, radica en que los árbitros estimen y asuman las 
pruebas y su apreciación con absoluto desdén, capricho o 
desconocimiento de las reglas básicas que el derecho ofrece 
para su valoración, convirtiéndose, auténticamente, en una 
violación al deber de fallar según las reglas jurídicas, expre-
sadas a través de los medios de convencimiento de que dis-
ponen los árbitros. 

No se trata pues, y eso está claro, de que el recurrente 
esconda sus divergencias sobre la manera como el tribunal 
estimó y valoró las pruebas del proceso, que le ha sido des-
favorable, para deducir de allí que se está en presencia de un 
fallo en conciencia, cuando normalmente, en un caso como 
este, el juez suele expresar claramente, a lo largo de la moti-
vación de la sentencia, las razones por las cuales los medios 
de aprueba le han conducido a tomar una u otra posición, 
gracias a la libertad de valoración -sana crítica- que la ley 
procesal le confiere."I" 

y en el año 2006, ya había precisado que el fallo en concien-
cia se presenta no sólo cuando éste no se ha constituido sobre 
normas jurídicas, sino que también puede configurarse, cuando 

18. Consejo de Estado. Sentencia del 7 de febrero de 2008 . 
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se falla sin pruebas de los hechos que originan las pretensiones 
o las excepciones o con pretermisión de la totalidad de las prue-
bas que obran en el proceso. 

Al respecto la Sala sostuvo lo siguiente: 

"( ... ) Si bien el fallo en conciencia radica, básicamente, en 
la falta de apoyo formativo para la solución del problema 
planteado, también el aspecto probatorio, asociado al proble-
ma formativo, puede ser discutido desde esta perspectiva. 
Según esto puede ocurrir que el fallo en conciencia se derive 
del hecho de que las pruebas que deberían ofrecer convicción 
a los árbitros, carecen de soporte valorativo formativo, y se 
radican, fundamentalmente, en la pura y simple conciencia 
del árbitro." 

5. CONCLUSIÓN 

De lo estudiado anteriormente, tenernos pues que la equi-
dad es un principio general del derecho, que por mandato cons-
titucional debe ser tenido en cuenta corno un criterio auxiliar en 
la actividad judicial. 

Se trata de un criterio que inspira a los jueces, pero que no los 
exime de aplicar la ley, a cuyo imperio están sometidos. Criterio 
cuya aplicación no implica de suyo, un fallo en conciencia. 

Equidad y conciencia pueden ir de la mano, pero no son 
sinónimos, y la primera no implica necesariamente estar en pre-
sencia de la segunda. En efecto, mientras un fallo en derecho 
puede estar matizado por la equidad, uno en conciencia carece 
por completo de referencia al derecho. 

La equidad puede y generalmente aparece en un fallo en 
conciencia, pero su sola aparición no toma una decisión judicial 
en un fallo de esta naturaleza. 
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En esos términos, no todo laudo arbitral en el que la equidad 
haya atemperado la decisión será susceptible de ser anulado 
bajo la causal en comento, pues, se reitera, sólo cuando existe 
abstracción total del ordenamiento jurídico, manifestación 
expresa de ser un fallo en conciencia o carencia de sustento pro-
batorio en la decisión, estaremos en presencia de un laudo en 
conciencia. 
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1. EL MARCO HISTÓRICO Y NORMATIVO DEL 
ARBITRAJE COMERCIAL INTERNACIONAL EN CHILE 

La legislación que rige el arbitraje en Chile remonta sus orí-
genes a fines del siglo XIX, más precisamente, a la Ley Orgánica 
de Tribunales del año 1875. Las disposiciones fundamentales 
por las que actualmente se rige el arbitraje interno o doméstico 
en Chile, se encuentran contempladas en el Título IX, Arts. 222 
al 243 del Código Orgánico de Tribunales (COT) del año 1903 y 
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en el Título VIII del Libro IJI, Arts. 628 al 644 del Código de 
Procedimiento Civil (CPC) del año 1943. 

El Art. 222 del COT consagra la naturaleza jurisdiccional del 
arbitraje interno de la siguiente manera: "Se llalllan árbitros los 
jueces nOlllbrados por las partes, o por la autoridad judicial en subsidio, 
para la reso/uciólI de un asunto litigioso". De esta manera, el arbi-
traje fue concebido como una jurisdicción análoga a la de los tri-
bunales ordinarios.' En esta misma línea, la jurisprudencia 
nacional ha señalado que "los árbitros están encargados de adlllinis-
trar justicia y desempellan, por cOllsiguiente, ulla fUllciólI plÍblica, toda 
vez que la jurisdicción es atributo exclusivo del Estado y sólo los órga-
nos por él autorizados pueden ejercerla".2 

El sistema jurídico chileno permite distinguir dos categorías 
de arbitraje doméstico: el arbitraje forzoso y el arbitraje volunta-
rio. El arbitraje forzoso constituye la única vía que la ley consa-
gra para resolver conflictos, cuya naturaleza particular requiere 
de una justicia amigable y eficiente, liberando con ello, al mismo 
tiempo, a los tribunales ordinarios de pleitos cargados de minu-
ciosos detalles3• Aunque se cuestiona el carácter coercitivo con 
que se impone esa búsqueda de paz social·, el arbitraje forzoso 
se ha transformado, en opinión de operadores jurídicos, en una 
herramienta práctica y eficaz5• 

1. Aylwin. Patricio, El j"icio arbitral, Ed. Juridica, Santiago, 2005, p, 49, 
2. Cone de Apelaciones de Santiago. "Urrutia con de la Maza", 29 de julio de 1986, pp. 80-82, El 

Arbitraje ell la Jllrisprodencia CM/e"u. ces, Santiago, 2005. 
3. Eyznguirre, Rurael, El arbitraje comercial e', la 1('J!;slacujn chilena)' sU regulaciún internacional, Ed, 

Juridica de Chile. Santiago, 1981. p. 24; Aylwin. Patricio, op. cit, pp. 84·117, quien en base al An. 
227 del COT distingue slele gruJ'lOs de casos: La liqUidación de una sociedad conyugal o de cieno 
lipa de sociedades y comunidades, la panición de bienes, juicios relativos a la presentación de cuen-
tas, diferencias que ocurran entre socios de detenninadas sociedades. cuestiones sobre derechos o 
repartición de aguas, negociación colectiva en materia laboral, y materias comerciales como la ave-
ría comun, seguros y comercio marítimo. 

4. Picando Eduardo. Arhitraje comercial intemacimltll, Tomo 1, Ed. Juridica. Santiago, 2005, pp. 54-56, 
5_ Acorde o los resultados de la encuesta de opinión de la comunidad juridica chilena, realizada por el 

CAM Santiago en el año 2010, cerca t1c un 45% de los encuestados escogieron lo opción de ampliar 
las materias sujetas al arbitraje fol'2oso y cerca del 40% estimaron que la situación actual deberia 
manlencrse, 
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La alta investidura de los árbitros, el hecho que" COIIIO jueces, 
están sujetos a la jurisdicción correccional, disciplinaria y ecol1ómica 
que corresponde a la Corte Suprema sobre todos los tribunales de la 
nación"," y la modalidad del arbitraje forzoso, sin duda han con-
tribuido a que muy tempranamente el arbitraje se haya conver-
tido en un exitoso método de resolución de conflictos y se haya 
ganado el reconocimiento del mundo jurídico chileno.7 

Ese escenario normativo fue complementado en el año 1992 
por la creación de una primera institución dedicada a la admi-
nistración de los arbitrajes. En particular, la Cámara de 
Comercio de Santiago estableció el Centro de Arbitraje y 
Mediación (CAM Santiago). A partir de ese momento, el núme-
ro de causas sometidas al arbitraje institucional del CAM 
Santiago ha crecido de manera sostenida, superando hasta la 
fecha los mil doscientos arbitrajes. 

En materia de arbitraje comercial internacional, rigen en 
Chile la Convención de Nueva York sobre el reconocimiento y la 
ejecución de las sentencias arbitrales extranjeras (Convención de 
Nueva York) y la Convención Interamericana de Panamá sobre 
arbitraje comercial internacional, ratificadas en el año 1975 y 
1976 respectivamente. Como es sabido, estos instrumentos inter-
nacionales regulan dos aspectos fundamentales del arbitraje. En 
particular, obligan a los Estados a otorgar el reconocimiento a 
los pactos de sumisión al arbitraje y a los laudos arbitrales inter-
nacionales. Sin embargo, la vigencia de estas Convenciones no 
había significado mayor despliegue del arbitraje comercial inter-
nacional en Chile, dado que éste carecía de una regulación espe-
cífica, susceptible de satisfacer las necesidades de la contratación 
transfronteriza contemporánea. 

6. Aylwin. Patricio, op.dt., p. 462. 
7. Jorquicra. Carlos Eugenio y Hclmlingcr. Kann, "Chilc", cn B1ackaby, Nicgc1, lindcscy, David, 

Spinillo, Alcssandro (Editores), ¡"lemulhmul Arhilru1ioll ;11 Lal;" AmericCl, Kluwcr Law 
Intcmational, La Haya, 2002, pp. 89-110. 
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La Ley 19.971 sobre Arbitraje Comercial Internacional 
(LACI) de 29 de septiembre del año 2004 vino a suplir justamen-
te este vacío. La LACI ha incorporado al derecho chileno, en 
forma íntegra, la Ley Modelo de Arbitraje (LMA), elaborada, en 
el año 1985, por la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional (CNUDMI en castellano o 
UNCITRAL en inglés). La Ley N° 19.971 regula arbitrajes que 
cumplen con el requisito de internacionalidad y comercialidad. 
La aplicabilidad de la Ley N° 19.971 exige, asimismo, que se 
cumpla un requisito territorial. Conforme con lo que dispone el 
Art. 1.2, la Ley se aplica cuando el lugar de arbitraje esté situado 
en el territorio de Chile.B Siempre y cuando un arbitraje presen-
te esas características, la aplicación de la LACI es automática y 
no tiene que ser pactada por las partes. 

Según el Mensaje del Ejecutivo, la aprobación de la LACI se 
hizo necesaria debido a la integración del país a la economía 
mundial y, como consecuencia de ésta, era menester ofrecer a los 
nacionales chilenos los mecanismos legales que les permitieran 
resolver sus diferencias comerciales internacionales en Chile. 
Asimismo, se planteó la aspiración a que "nuestro país oCllpe un 
lugar destacado como centro de arbitraje en el comercio internacional, 
especialmente a nivel latinoamericano".? Dicha opción se presenta a 
partir del ámbito material de aplicación de la Ley N° 19.971. Éste 
se define, siguiendo los parámetros de la LMA, principalmente 
sobre la base de dos criterios. El primero de ellos se enfoca en las 
partes del procedimiento arbitral, y el segundo, está relacionado 
con elementos sustantivos de la disputa. 10 

En concordancia con la aspiración de transformar a Chile en 
un centro relevante de arbitraje internacional, resultan intere-
santes los criterios de internacionalidad relacionados con las 

8. El mismo precepto admite cuatro excepciones de esta regla, en lo relativo a la aplicación de los articu-
los 8, 9, 35 y 36, los cuales se aplican sin importar dónde se encuentra la sede del arbitraje, 

9. Mensaje 15-349. La discusión parlamentaria al Proyecto de Ley 19.971 está disponible en la página 
web de la Cámara de Diputados, www.eamara,eJ. 

10. Redfcm, Alan y Martin Hunlcr, LUlI tllld Practice uf ¡IIternat;ona/ Commercial Arbitratiml. 4- Ed., 
Swcet & Maxwcll, Londres, 2004, pp. 13 y ss. 
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partes de la disputa. Tales criterios de internacionalidad son 
aquellos que permiten usar a Chile como sede del arbitraje sin 
que el objeto de la controversia necesariamente tenga que estar 
relacionado con la economía chilena. Así, en virtud del Art. 1.3.a 
de la LACI, el arbitraje es internacional si las partes del acuerdo 
de arbitraje tienen sus establecimientos en Estados diferentes. 
Por ejemplo, esta causal se cumple si el acuerdo de arbitraje se 
celebra entre una empresa chilena y una ecuatoriana. Pero la 
causal también se observa si el acuerdo arbitral se perfecciona 
entre esta última y una sociedad brasileña. Asimismo, según el 
Art. 1.3.b.i de la LACI, el arbitraje es internacional, si las partes 
tienen sus establecimientos en un solo Estado, pero sitúan el 
lugar del arbitraje fuera de su territorio nacional. Este requisito 
se cumple, por ejemplo, cuando dos empresas ecuatorianas se 
someten a un arbitraje con sede en Chile. 

Como es bien sabido, uno de los factores más relevantes que 
inciden en la selección de una determinada sede del arbitraje, 
corresponde a la postura de los tribunales nacionales con respec-
to al arbitraje comercial internacional. Transcurridos seis años 
desde la entrada en vigor de la Ley N° 19.971, interesa analizar 
su recepción por parte de los tribunales ordinarios. A continua-
ción se presentan las sentencias dictadas por la justicia ordinaria 
chilena en aplicación de la LACI. 

2. El ALCANCE PRÁCTICO DEL ARTíCULO 5 DE lA LACI 

La autonomía del arbitraje comercial internacional frente a 
la justicia ordinaria refleja una de las ventajas de este procedi-
miento que permite a las partes diseñarlo según sus necesidades. 
Acorde con ello, a los tribunales domésticos únicamente se les 
asignan las funciones de supervisión y apoyo a los procesos arbi-
trales. Este principio se expresa en el artículo 5 de la Ley N° 
19.971, que estipula: "En los asuntos que se rijan por la presente ley, 
no intervendrá ninglÍn tribunal salvo en los casos en que esta ley así lo 
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disponga". Las pocas situaciones en las cuales la misma LACI 
permite tal intervención son las siguientes: 11 

i. En los casos en los cuales una parte del acuerdo arbitral 
solicite al tribunal remitir el caso a arbitraje ante una 
cláusula de arbitraje válida (art. S); 

ii. En los casos en los que se pida la dictación de las medi-
das precautorias (arts. 9); 

iii. En los casos relacionados con el nombramiento, recusa-
ción o sustitución de los árbitros, cuando no hay acuerdo 
de las partes sobre el procedimiento, como sería en el 
caso del arbitraje institucional, o cuando éste no se cum-
pla (arts. 11, 13 Y 14); 

iv. En los casos en que se pida la nulidad de la decisión afir-
mativa del tribunal arbitral acerca de su competencia 
(art. 16); 

v. En los casos en los cuales el tribunal arbitral o una de las 
partes pida la asistencia de un tribunal ordinario para la 
práctica de pruebas (art. 27); 

vi. En los casos en los cuales una de las partes solicite la 
nulidad del laudo (art. 34), y 

vii. En los casos en los cuales se solicite la ejecución de un 
laudo (arts. 35 y 36). 

El tenor literal del artículo 5 de la LACI causó una gran polé-
mica durante los trámites legislativos e inicialmente fue removi-
do por la Cámara de Diputados. Se logró su reincorporación al 
texto de la ley, pero la norma fue aprobada con el siguiente ofi-
cio del Tribunal Constitucional: 

"El artículo 5° del proyecto debía dejar a salvo la facultad 
que a aquélla otorga el artículo 79 de la Constitución Política 
de ejercer la superintendencia directiva, correccional y eco-
nómica de todos los tribunales de la nación, e igualmente el 
conocimiento del recurso de inaplicabilidad por inconstitu-

11. Jiménez Figueres, Dyala y Anner Ríos. Angie, "Notas sobre la nueva ley chilena de arbitraje 
cial internacional", Rel'i.\'la Chilelltl dI! Den'clm Primdo. No, 4. :!OOS. pp. 307·326. 
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cionalidad de las leyes que le confiere el artículo 80 de la 
Carta Fundamental". 

Asimismo, el Tribunal sostuvo que los preceptos legales 

"dejan a salvo las atribuciones que la Constitución otorga 
a la Corte Suprema según quedó expuesto, así como tam-
bién, las acciones jurisdiccionales que contempla la Carta 
Política a favor de quienes puedan verse afectados en sus 
derechos fundamentales por la aplicación de esta ley" (el 
recurso de protección). 

La aplicación práctica del artículo 5 de la LACI, sin embar-
go, ha estado marcada por el reconocimiento de la naturaleza 
autónoma del arbitraje comercial internacional por parte de las 
Cortes chilenas. Así, en uno de los primeros fallos en aplicación 
de la Ley N° 19.971, la Corte tuvo la oportunidad para indagar 
en este asunto, junto con analizar el ámbito temporal de su apli-
cación. En esa ocasión, la parte demandada en un arbitraje segui-
do ante el CAM Santiago, alegaba que el contrato se había sus-
crito con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley N° 19.971 
Y que, por ello, el procedimiento arbitral tenía que someterse a 
las normas que rigen el arbitraje interno. 12 De haber aceptado la 
Corte esta línea de argumentación, habría tenido que estimar 
que contra las resoluciones de los árbitros estaban disponibles 
todos los recursos propios del sistema de arbitraje doméstico. 
Dado que en esa ocasión, las partes del acuerdo de arbitraje no 
habían renunciado a los recursos -algo que en la práctica ocurre 
en la mayoría abrumante de los casos- el recurso de hecho inten-
tado por la demandada eventualmente habría sido admisible. 

Resolviendo sobre lo particular, la Corte de Apelaciones de 
Santiago sostuvo lo siguiente: 

12. Corte de Apcla¡;:iones de Santiago, Rol N" 865·2006, 25 de mayo de 2006, Las scnlcndas ciladas con 
su numero de rol. rm¡;:dcn ser em:ontradas a lr.1vés de la oficial del Poder Judicial de Chile 
www.poderjudicial.cl. 

REVISTA ECUATORIANA DE ARBITRAJE 267 



Arllitrajc COl1lcrcialllltcruaciolfal eJl CI,;I!!: /lila mirada jurisprudellcial 

"Es del caso concluir que por ser la Ley N° 19.971 de carác-
ter netamente procesal, rige desde el momento de su entrada 
en vigencia y las normas del Código de Procedimiento Civil 
y otras que regulaban estas materias al momento de celebrar-
se el contrato, no están comprendidas, en caso alguno, den-
tro de las que deben entenderse incorporadas al contrato a la 
fecha de su celebración. De esta forma es aquella la norma 
aplicable a la sazón y, de conformidad a lo establecido en el 
artículo 5° antes transcrito, sólo cabe resolver que la resolu-
ción en que incide el recurso de hecho no es susceptible de 
apelación, por lo cual deberá ser desestimado". 

En el contexto de ese mismo arbitraje, la parte demandada 
había intentado cuestionar la resolución del Presidente de la 
Cámara de Comercio de Santiago (CCS) acerca de la designación 
del árbitro de acuerdo al mandato otorgado por las partes. En 
esa resolución, asimismo, se señalaba que el procedimiento arbi-
tral iba a estar sometido a la Ley N° 19.971 por cumplirse los 
requisitos de aplicación de ésta. Contra esta decisión la parte 
demandada recurrió de protección, invocando el inciso 4 del N° 
3 del artículo 19 de la Constitución chilena. Alegó que el recurri-
do se habría atribuido una facultad jurisdiccional y, pretendien-
do ser un Tribunal de Justicia, dictó una resolución mediante la 
cual instruía y ordenaba al tribtmal arbitral cómo debía abordar 
la resolución de la contienda. 

Al rechazar el recurso de protección, la Corte de Apelaciones 
falló que la LACI rige en Chile desde el día 4 de septiembre de 
2004 y que a la fecha en que se solicitó a la CCS la designación de 
árbitro, dicha ley ya tenía vigencia. Por 10 tanto, el árbitro, en su 
resolución de fecha 26 de diciembre de 2005, no hizo sino aplicar 
una ley que ya regía en Chile en materia de arbitraje comercial 
internacional. Asimismo, señala la sentencia, que 

"las partes acordaron someter sus disputas, controversias 
o diferencias, a arbitraje de acuerdo con las reglas del Centro 
de Arbitraje de la Cámara de Comercio de Santiago, y ésta 
aplica la Ley N° 19.97l en los casos de Arbitrajes Comerciales 
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Internacionales, ya que es una garantía de certeza jurídica a 
las partes y demuestra, a la comunidad internacional, el fun-
cionamiento adecuado e imparcial de la institucionalidad de 
nuestro país". n 

En esta misma línea de decisiones jurisprudencia les favora-
bles se enmarca un fallo más reciente, el cual declaró inadmisi-
ble el recurso de queja presentado contra una sentencia arbitral 
internacional dictada en Chile. El recurso de queja es regulado 
por el arto 545 del COT de Chile: 

"El recurso de queja tiene por exclusiva finalidad corregir 
las faltas o abusos graves cometidos en la dictación de reso-
luciones de carácter jurisdiccional. Sólo procederá cuando la 
falta o abuso se cometa en sentencia interIocutoria que ponga 
fin al juicio o haga imposible su continuación o definitiva, y 
que no sean susceptibles de recurso alguno, ordinario o 
extraordinario, sin perjuicio de la atribución de la Corte 
Suprema para actuar de oficio en ejercicio de sus facultades 
disciplinarias" . 

En este caso, el recurso fue interpuesto contra la sentencia 
de un árbitro único que tuvo a su cargo el arbitraje desarrollado 
de conformidad con la Ley N° 19.971 Y bajo las reglas del CAM 
Santiago. La Corte de Apelaciones de Santiago, reconociendo la 
aplicabilidad de la Ley N° 19.971, se refirió a artículo 34 de ésta, 
señalando que "sólo contempla el reC/lrso de nulidad como IÍnica vía 
de impugnación del laudo que se dicte en un arbitraje como el de la 
especie, excluyendo así aquel intentado por el actor". A continuación, 
la Corte sostuvo que, 

"a mayor abundamiento, el recurrente pretende que por 
esta vía se modifique y enmiende la sentencia dictada en 
autos, efecto que el artículo 545 del Código Orgánico de 
Tribunales impide, atendido precisamente la existencia de 
un único recurso especial concebido para la revisión de la 
sentencia definitiva".14 

13. Corte de Apelaciones de Santiago, Rol N° 88 .2006 , 3 de mayo de 2006. 

REVISTA ECUATORtANA DE ARBITRAJE 269 



Arbitraje COl1ll'rcialllltemacional ell Chile: una mirada jurisprudellcial 

Estas decisiones confirman que los recursos disponibles 
contra los laudos arbitrales internacionales dictados en Chile se 
limitan a uno solo, a saber, la petición de nulidad contemplada 
en el artículo 34 de la LACI. 

3. RECURSO DE NULIDAD CONTRA LAS SENTENCIAS 
ARBITRALES INTERNACIONALES DICTADAS EN CHILE 

Hasta la fecha, un recurso de nulidad fue resuelto por los tri-
bunales chilenos. El recurso fue presentado en contra de un 
laudo pronunciado por un árbitro ad ¡IOC en un arbitraje interna-
cional con sede en Santiago.!'> La parte reclamante alegó que el 
laudo arbitral se fundó en información contenida en un docu-
mento emanado de un tercero que no había sido acompañado 
legalmente a los autos, cuyo contenido no había sido ratificado 
por ese tercero declarando como testigo en la causa y que no 
tuvo oportunidad de refutar, determinándose los perjuicios a 
través de meras especulaciones y no de las pruebas de la causa. 
De la misma forma, sostuvo que el laudo contraviene el orden 
público procesal al violentar su derecho a la defensa y el princi-
pio del debido proceso. 

La Corte, en primer lugar, recordó que el recurso de nulidad 

"viene a constituir un recurso extraordinario, de derecho 
estricto, donde la actuación del Tribunal se limita a verificar 
la concurrencia de las causales invocadas en relación a los 
hechos que las fundamentan. La acción otorga competencia a 
la Corte para examinar el cumplimiento de las formas del jui-
cio arbitral, especialmente en cuanto a las garantías formales 
que la propia ley establece de modo imperativo, para asegu-
rar una correcta génesis del laudo" . 

14. Corte de Apelaciones de Santiago, Rol 2363-2010, 23 de julio de 2010. 
15. Corte de Apelaciones de Santiago. Rol N° 9134-2007, 4 de agosto de 2009. 
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Con respecto al fondo del recurso, sostuvo que los docu-
mentos obtenidos de la base de datos que sirvieron para deter-
minar los perjuicios 

"no eran ajenos al proceso, ni por ende desconocidos para 
la recurrente, toda vez que la demandante los acompañó for-
malmente a fojas 578, los refirió en su presentación de fojas 
1.308, así corno en la audiencia de reconocimiento. Al estar 
en conocimiento de los mismos, no resulta tampoco efectivo 
que no tuviera oportunidad para refutarlos, sobre todo si se 
tiene en cuenta que hizo uso de la citación conferida cuando 
fueron acompañados, y se encontraba presente en la diligen-
cia de reconocimiento sin observar nada al respecto. Por lo 
demás, una vez puesto -el peritaje- en su conocimiento, 
pudo hacer -y así lo hizo- las observaciones que estimó per-
tinentes. En definitiva, la demandada siempre tuvo conoci-
miento que se utilizaría corno base para determinar los per-
juicios, la información proveniente de una base de datos 
pública, cuyo detalle se agregó al proceso, por lo que no es 
posible sostener que el sentenciador haya apoyado su fallo 
en elementos probatorios inexistentes en el proceso o prue-
bas que no fueron introducidas al debate". 

Por último, la Corte recalcó que el medio de prueba cuestio-
nado por la recurrente no era 

"la prueba documental sino que la pericial, que tiene por 
finalidad auxiliar al Tribunal, en cuestiones de hecho, con-
cretas, para las cuales se requiere de conocimientos especia-
les sobre alguna ciencia o arte, cuya naturaleza jurídica es 
distinta de la anterior y cuya eficacia se valora conforme a las 
reglas de la sana crítica, esto es, conforme a las reglas de la 
lógica, a las máximas de experiencia y a los aportes que sur-
gen del desarrollo científico". 

Por las razones expuestas, la Corte concluyó que no se habí-
an configurado las causales invocadas por la recurrente y recha-
zó el recurso de nulidad. 
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Actualmente, una nueva petición de nulidad de un laudo 
arbitral se encuentra en trámite ante la Corte de Apelaciones de 
Santiago. '· Hasta el momento en que se escriben estas líneas el 
procedimiento ha avanzando con respecto a una de las peticio-
nes de la parte recurrente. En particular, ella invocó el arto 34.4 
de la LACI, el que señala: 

"El tribunal, cuando se le solicite la anulación de un laudo, 
podrá suspender las actuaciones de nulidad, cuando corres-
ponda y cuando así lo solicite una de las partes, por un plazo 
que determine a fin de dar al tribunal arbitral la oportunidad 
de reanudar las actuaciones arbitrales o de adoptar cualquier 
otra medida que a juicio del tribunal arbitral elimine los 
motivos para la petición de nulidad". 

La Corte sostuvo que 

"el artículo 34 de la Ley N° 19.971 contempla una figura 
especial de suspensión, que requiere la remisión de los autos 
al árbitro para ello, y la concurrente suspensión por esta 
Corte del conocimiento del presente recurso, situación para 
la cual este tribunal no encuentra razones justificadas que lo 
ameriten, se rechaza la solicitud formulada por la compare-
ciente" .1 7 

De esta manera, la tramitación de la petición de nulidad 
seguirá acorde al procedimiento establecido, debiendo ser 
incluido en tabla con la preferencia consagrada en el arto 34.5 de 
la LACI. 

16. Corte de Apelaciones de Santiago, Rol N& 1420·2010. 
17. Resolución de la Corte de II de Og0510 de 2010. 
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4. VALOR VINCULANTE DE UN ACUERDO 
ARBITRAL INTERNACIONAL 

Para poder hacer efectiva la sumisión al arbitraje, las partes 
de un contrato internacional deben preocuparse de celebrar un 
acuerdo de arbitraje válido y ejecutable. Con la expresión 
"acuerdo de arbitraje", la Ley N° 19.971 hace referencia tanto a 
"una cláusula compromisoria incluida en un contrato" como a 
"un acuerdo independiente" (art. 7.1). 

Ambas formas del acuerdo de arbitraje poseen el mismo 
valor jurídico, y es irrelevante si el acuerdo de arbitraje se ha 
celebrado con anterioridad o con posterioridad al surgimiento 
de la disputa, o si indica o no los nombres de los árbitros. Desde 
el punto de vista de validez sustantiva, el acuerdo de arbitraje es 
obligatorio para las partes, a menos que un tribunal ordinario 
determine que tal acuerdo es nulo, ineficaz o de ejecución impo-
sible (art. 8.1 de la LACI). Como es sabido, mientras este último 
aspecto pueda ser discutido ante la justicia nacional, se podrá 
iniciar o proseguir las actuaciones arbitrales y dictar un laudo 
(art. 8.2). 

Hasta la fecha no se conocen fallos dictados por los tribuna-
les chilenos en base a los arts. 7" y 8° de la LACI. Sin embargo, 
hay sentencias que confirman el valor vinculante de las cláusu-
las arbitrales internacionales, fundando esas decisiones más bien 
en principios jurídicos generales. 

En el primero de estos casos, el contrato objeto del litigio 
había sido suscrito entre una empresa chilena y una sociedad 
norteamericana. lB La parte chilena presentó una demanda ante 
la justicia ordinaria chilena. El tribunal acogió la excepción de 
incompetencia presentada por la demandada. Para ello se basó 
en la cláusula de solución de controversias pactada por las par-
tes. En particular, sostuvo que en ésta se había pactado una pró-

18. 21 - Juzgodo Civil de Sanliago, Rol N° 16361 -2006,2 de noviembre de 2007. 
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rroga de competencia, "mediante la cual cualquier disputa o diferen-
cia que surja entre las partes respecto de la interpretación de este con-
trato o de CL/alquier asunto que surja de este contrato o en relación con 
él, deberá resolverse de acuerdo con las leyes del Estado de Wisconsin". 
Más adelante la cláusula contemplaba la reserva del derecho de 
la parte norteamericana para someter la disputa al arbitraje. De 
acuerdo a 10 anterior, la sentencia concluye que "en CL/alquiera de 
los casos mencionados en dicha cláusula este Tribunal sería incompe-
tcntc". 

En otra ocasión, el contrato que contenía la cláusula arbitral, 
se había celebrado entre una empresa chilena y una sociedad ita-
liana. l ' La empresa chilena dedujo una demanda de cobro de 
pesos ante un tribunal ordinario de Antofagasta, frente a 10 cual 
la parte contraria planteó un incidente de nulidad de todo 10 
obrado por incompetencia del tribunal, el que fue acogido. La 
disputa acerca de la aplicabilidad de la cláusula arbitral llegó a 
la Corte Suprema por la vía de la casación en el fondo. El máxi-
mo tribunal confirmó la decisión de la primera instancia que 
remitía a las partes de un acuerdo arbitral al arbitraje. 

La parte recurrente de casación buscaba revivir una antigua 
discusión acerca del supuesto carácter ilícito de la sumisión a 
jurisdicciones extranjeras. El precepto que había dado lugar a 
dudas interpretativas de ese tipo es el artículo 1462 del Código 
Civil, el que declara que hay objeto ilícito "en todo lo que contra-
viene al derecho príblico chilello. Así, la promesa de someterse ell Chile 
a ulla jurisdicción no reconocida por las leyes chilcnas, es nula por el 
vicio del objeto". 

Sin embargo, a Imclos del mismo año 2008, la Corte 
Suprema ya había confirmado que las cláusulas de sumisión a 
los tribunales ordinarios extranjeros eran perfectamente lícitas.21l 

19. Cor1c Suprema. Rol N'" 2026·2007. 2M de julio de lOOR. 
20. COr1e Suprcmu, Rol N" 22 de enero de 2008, 
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En aquella ocasión, la conclusión de la Corte fue la 
siguiente: 

"Que si bien se ha discutido la validez de la sumisión a 
una jurisdicción extranjera pactada entre particulares, lo cier-
to es que en el ejemplo que se da en el precepto recién citado, 
lo que se prohíbe es someterse a una jurisdicción no recono-
cida por las leyes chilenas, puesto que las jurisdicciones 
extranjeras sí se encuentran reconocidas por las leyes chile-
nas como aparece de los artículos 242 y siguientes del Código 
de Procedimiento Civil". 

Siguiendo con esta tendencia en el fallo en análisis, la Corte 
Suprema recurrió a los principios generales del Derecho 
Internacional Privado para determinar que 

"el ordenamiento nacional reconoce explícitamente la 
posibilidad que los particulares estipulen someter las contro-
versias que de la aplicación de un contrato internacional 
pudieran derivarse, al conocimiento de tribunales extranje-
ros, sean ellos ordinarios o arbitrales. Por ende, ningún obje-
to ilícito hay en la cláusula del contrato suscrito entre las par-
tes, en virtud de la cual acuerdan entregar el conocimiento 
de los eventuales litigios que de éste se pudieran suscitar, a 
un tribunal italiano y, por lo mismo, no comete error de dere-
cho la sentencia que declara la incompetencia del tribunal 
ante el cual se interpuso la demanda para conocer del litigio 
promovido" . 

Las sentencias dictadas muestran un reconocimiento del 
valor vinculante de los acuerdos de arbitraje por parte de los tri-
bunales chilenos y sólo cabe esperar que los fallos futuros en esta 
materia se apoyen no tan solo en los principios jurídicos genera-
les, sino que más bien recurran a las disposiciones explícitas de 
la Ley N° 19.971. 
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5. MEDIDAS CAUTELARES 

Acorde a lo estipulado en el arto 9 de la Ley N° 19.971, "no 
será incompatible con un acuerdo de arbitraje que una parte, ya 
sea con anterioridad a las actuaciones arbitrales o durante su 
transcurso, solicite de un tribunal la adopción de medidas cau-
telares provisionales ni que el tribunal conceda esas medidas". 
Por lo tanto, los tribunales ordinarios de Chile tienen competen-
cia para dictar medidas cautelares en apoyo a arbitrajes. Lo ante-
rior también rige cuando el tribunal arbitral ya se había consti-
tuido o cuando la sede del arbitraje se encuentre en un país 
extranjero. Se conocen por lo menos dos fallos a través de los 
cuales, los tribunales domésticos cumplieron con esa labor de 
asistencia al arbitraje comercial internacional. En el primero de 
los casos, la petición de medidas cautelares se presentó previo a 
solicitar un arbitraje ante la Cámara de Comercio Internacional.21 

En el segundo caso, dichas medidas fueron otorgadas en rela-
ción a un arbitraje constituido en el extranjero.ll 

Asimismo, en una sentencia reciente, la Corte Suprema pre-
cisó que una orden procesal interlocutoria dictada por un tribu-
nal arbitral extranjero no puede ser reconocida en Chile a través 
del procedimiento de exequátur.23 La solicitud de exequátur 
recayó en una resolución dictada en un procedimiento arbitral 
en EE.UU. En el acuerdo de arbitraje, las partes convinieron que 
cualquier disputa entre ellas sería sometida a un arbitraje de tres 
árbitros, que se llevaría a efecto bajo las normas de la Asociación 
Americana de Arbitraje. Las partes establecieron también que 
cualquier resolución dictada por el panel arbitral estaría sujeta a 
los términos de la Convención de Nueva York y que cualquier 
fallo arbitral entregado por el panel de árbitros sería definitivo y 
vinculante para las empresas. 

21 . Juzgado Civil de Santiago, Rol C-5243-2005, de 26 de mayo de 2005. 
22. 269 Juzgado Civil de Santio.go, Rol N° C· 2401 1-2009. 24 de agosto de 2009. 
23 Corte SUflrcn13 de Chile. Rol N" 5468p2009. JI de mayo de 2010. 
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Una de las partes había solicitado al tribunal arbitral una 
medida precautoria tendiente a garantizar el efectivo cumpli-
miento de la obligación de no competir que recaía sobre la con-
traria. El panel arbitral decretó la medida precautoria solicitada, 
ordenándole a la parte demandada abstenerse de ejecutar diver-
sas conductas en relación con los trabajadores o clientes de la 
parte demandante y con la información confidencial y secretos 
comerciales de esta última. 

La Corte Suprema hizo hincapié en que la normativa rele-
vante vigente en Chile se aplicaba al reconocimiento de senten-
cias dictadas por tribunales extranjeros, así como a los laudos 
arbitrales, en cambio dichas normas no son aplicables al cumpli-
miento de medidas cautelares dictadas por tribunales extranje-
ros. A juicio de la Corte, 

"no cabe duda alguna que la resolución de cuyo cumpli-
miento se trata, no constituye, decisión o fallo que resuelva la 
cuestión principal de la que conoce el tribunal arbitral que lo 
dictó. Sin embargo, como también podría sostenerse que se 
trata de una sentencia interlocutoria de aquéllas que fallan 
un incidente del juicio, sea estableciendo derechos perma-
nentes a favor de las partes, sea que resuelva sobre algún trá-
mite que deba servir de base en el pronunciamiento de una 
sentencia definitiva o interlocutoria, resulta pertinente, exa-
minar el contexto jurisdiccional en que fue emitido". 

Al estudiar los antecedentes del caso, la Corte determinó 
que se trataba de una orden precautoria preliminar en contra de 
la demandada y que al acogerla, el tribunal arbitral había mani-
festado "qlle esta Orde1l Precalltoria Prelimi1lar se prorrogará y 110 
ve1lcerá hasta qlle este Tribu1lal dicte U1la 1lueva resolució1l o hasta que 
las partes c01lve1lga1l algo disti1lto". A juicio de la Corte Suprema, 
de lo analizado resulta evidente que la materia del exequátur no 
es una sentencia interlocutoria que establezca derechos perma-
nentes, desde que el propio tribunal que la dictó, le dio el carác-
ter de preliminar y porque, en definitiva, las medidas precauto-
rias son esencialmente provisionales. Puede argüirse que al aco-
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ger la petición del exequátur, la concreción y mantenimiento en 
el tiempo de dichas medidas llevaría a decidir desde ya, acerca 
de las principales peticiones planteadas en la demanda. Por 
estos motivos, la petición de exequátur fue denegada. 

Esta decisión del máximo tribunal nos permite concluir que 
el procedimiento de exequátur no es aplicable a las medidas cau-
telares dictadas por los tribunales arbitrales extranjeros. La soli-
citud de tales medidas debe presentarse directamente ante los 
tribunales chilenos, según lo que se desprende del artículo 9 de 
la Ley N° 19.971. 

6. RECONOCIMIENTO DE SENTENCIAS 
ARBITRALES EXTRANJERAS 

En los últimos años, la Corte Suprema de Chile ha tenido 
que resolver sobre una serie de solicitudes de reconocimiento de 
sentencias arbitrales extranjeras. Hasta el momento, el máximo 
tribunal ha acogido todas las peticiones del exequátur presenta-
das. 

Uno de los fallos más ilustrativos y completos recayó sobre 
la solicitud del exequátur de una sentencia arbitral pronunciada 
en El fallo de la Corte Suprema rechazó una serie de 
argumentos de la parte demandada, con los cuales pretendía se 
negara el reconocimiento del laudo arbitral. En primer lugar, el 
demandado alegaba la falta de validez de la cláusula compromi-
soria por su ambigüedad y por ser incompleta e imprecisa. Sin 
embargo, estos planteamientos fueron previamente desestima-
dos por un tribunal ordinario de Sao Paulo, el que confirmó la 
validez de la cláusula compromisoria y fijó el procedimiento que 
permitía suplir sus deficiencias. Aquella sentencia del tribunal 
ordinario confirmando la validez del acuerdo arbitral, había 
sido objeto de recursos posteriores. Ello a juicio del demandado 
24. Corte Suprema, Rol NI 6615·2007, 15 de septiembre de 2008. 
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significaba que el laudo arbitral no se encontraba ejecutoriado. 
Frente a ese planteamiento, la Corte chilena subrayó que la sen-
tencia objeto del procedimiento de exequátur era el laudo arbi-
tral y no la sentencia del tribunal ordinario brasileño que se 
había pronunciado sobre la validez de la cláusula. Según la ley 
brasileña, el plazo para pedir la nulidad del laudo era de 90 días 
y no existían antecedentes de que se hubiera entablado un pro-
cedimiento de esta índole. 

El segundo grupo de argumentos del demandado apuntaba 
a que la realización del procedimiento arbitral en el idioma por-
tugués le impedía hacer valer sus derechos y constituía una vio-
lación del debido proceso. El planteamiento fue desestimado por 
la Corte, ya que el demandado había sido "personalmente notifica-
do de la acción, contestó la demanda, dedujo la reconve1lción y opuso 
excepciones, fue patrocinado por llll estudio jurídico y notificado de la 
sentencia, respecto de la cual no se alzó". 

Por último, el demandado invocaba la excepción del orden 
público, argumentando que la sentencia arbitral aplicaba intere-
ses sobre intereses, lo cual estaría prohibido por la legislación 
nacional, violando, asimismo, otras normas del derecho chileno 
con respecto al pago de intereses. Frente a ello, el informe de la 
Fiscal Judicial indica que, en la legislación actual de Chile, la ins-
titución de los intereses compuestos está expresamente recono-
cida por el artículo 9 de la Ley N° 18.010 que Establece Normas 
para las Operaciones de Crédito y otras Obligaciones de Dinero. 
Sin perjuicio de ello, la sentencia del máximo tribunal señala que 
las alegaciones del demandado sobre el cálculo de interés" cons-
tituyen una alegación de fOlldo, que escapa del cOlltrol del exequátur, 
por lo que 110 corresponde a este Tribullal prollullciarse sobre la mate-
ria silla a aquél que cOllozca de la ejecución del fallo". 

De manera semejante se desarrolló la argumentación en un 
procedimiento de exequátur con respecto de una sentencia arbi-
tral dictada con sede en EE.UU.25 En su análisis, la Corte 
Suprema partió de la premisa que la función del exequátur con-
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se enCl/entra desti/1ado, de ma/1era algllna, a a/1alizar la jllsticia o 
i/1justicia illtrínseca de la sente/1cia de modo qlle de ma/1era alglllla 
constitllye IIna instancia de revisión de lo allí resllelto". 

El fallo, junto con invocar la Ley N° 19.971, recurrió a la 
Convención de Nueva York. La Corte descartó analizar la excep-
ción fundada en que no se había acreditado la existencia y reco-
nocimiento en los Estados Unidos o en Chile de la sociedad 
demandante, ni tampoco se ha confirmado a quién corresponde 
la representación de ésta. Señaló que dicha causal no se encon-
traba dentro de aquellas consagradas en los artículos IV y V de 
la Convención de Nueva York y que ese asunto debió haber sido 
discutido en el procedimiento arbitral. 

El máximo tribunal estimó que la parte demandada no se 
había visto impedida de hacer valer sus derechos, dado que par-
ticipó en el arbitraje, opuso la excepción de contrato no cumpli-
do, presentó una demanda reconvencional, la que fue acogida en 
parte, y rindió pruebas documental y testimonial. Asimismo, 
subrayó que en el contexto del procedimiento de exequátur no 
era pertinente efectuar una revisión de la solución del fondo del 
asunto adoptada por los árbitros extranjeros o evaluar la ponde-
ración que ellos hicieron de las pruebas. Agrega la sentencia que 

"a idéntica conclusión se arriba si se examina la alegación 
de supuesta falta de imparcialidad del tribunal arbitral, 
reclamada por [la parte] oponente, desde que su fundamen-
to se lo hace consistir en simples conjeturas, las cuales, a su 
vez, se construyen sobre la base de una decisión que conside-
ra injusta". 

Frente al argumento de la demandada de que el laudo arbi-
tral carecería de carácter obligatorio o definitivo, la Corte 
Suprema observó que dicha sentencia arbitral había sido confir-
mada por el Tribunal del Distrito Sur de Nueva York, motivo por 
25_ Corte Suprema de Chile, Rol NlI 3225-2008, 8 de septiembre de 2009, 
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el cual "puede cOIle/uirse COIl certeza quc se ellCllclltra justificado que 
aquél es obligatorio para quielles hall sido partes ell dicho compromiso". 

Por último, la decisión más reciente recayó en una sentencia 
dictada en un proceso arbitral administrado por la Corte de 
Arbitraje Internacional de Londres. En ese caso, la parte deman-
dada en el arbitraje, si bien había participado en la designación 
del árbitro de común acuerdo, con posterioridad no intervino en 
el proceso arbitral, dictándose la sentencia arbitral en su contra. 
El procedimiento de exequátur, asimismo, fue tramitado en 
rebeldía de la parte vencida en el arbitraje. 

En su fallo, la Corte dedica una especial atención a la deter-
minación de la normativa aplicable al reconocimiento de las sen-
tencias arbitrales extranjeras. Como es habitual en su jurispru-
dencia, pasa revista del sistema chileno sobre cumplimiento de 
los fallos extranjeros, cuyos pilares están sentados en los artícu-
los 242 a 251 del Código de Procedimiento Civil. Dentro de ese 
sistema denominado por la Corte "en cascada", se aplica la reci-
procidad creada por los tratados existentes, la reciprocidad legal 
o interpretativa y, en ausencia de esos antecedentes, pasa a regir 
el criterio de regularidad internacional. La Corte sostuvo que 

"ante los cIaras términos de la Ley N° 19.971, la regulari-
dad de la sentencia cuya autorización para el cumplimiento 
en Chile se requiere, debe ser estudiada al tenor de la norma-
tiva, considerando especialmente los artículos 35 y 36, todo 
sin dejar de tener presente la Convención de Nueva York, 
puesto que fue este marco regula torio el atendido y sobre la 
base de cuya aplicación se desarrolló el arbitraje". 

La parte requirente del exequátur sostenía que la sentencia 
arbitral reunía todas las condiciones legales para que éste sea 
otorgado, y que la parte demandada no había formulado obje-
ción alguna. El máximo tribunal corroboró la existencia de una 
cláusula arbitral incluida en los contratos objeto de la controver-
sia y que la demandada 
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"no se vio impedida de ejercer su derecho a la defensa sino 
que simplemente decidió, de forma voluntaria, mantenerse 
rebelde en aquél procedimiento, no obstante haber sido debi-
damente emplazada, actitud ésta que no puede, de manera 
alguna, identificarse con indefensión". 

Por las razones expuestas, la solicitud de exequátur fue aco-
gida y el cumplimiento de la sentencia arbitral autorizado. 

7. ¿CARÁCTER EJECUTORIADO DE LA 
SENTENCIA ARBITRAL EXTRANJERA? 
RECONOCIMIENTO DE UNA SENTENCIA SUJETA AL 
PROCESO DE ANULACIÓN EN EL PAís DE ORIGEN 

En las sentencias citadas en el acápite anterior, se percibe un 
grado de inquietud de la Corte Suprema por confirmar el carác-
ter ejecutoriado del fallo arbitral. Dicha práctica de la Corte 
Suprema, la de solicitar un certificado de ejecutoria de las sen-
tencias extranjeras, tiene su origen en lo previsto por el artículo 
245 del CPC chileno, la norma que contempla los criterios que 
deben satisfacer los fallos dictados fuera del territorio nacional. 
El numeral 4 de este precepto requiere que la sentencia extranje-
ra se encuentre ejecutoriada en conformidad a las leyes del país 
en que haya sido pronunciada. A mayor abundamiento, el artí-
culo 246 del CPC proclama que en el caso de las resoluciones 
expedidas por árbitros extranjeros, "se Izará constar Sil autenticidad 
y eficacia por el visto bueno u otro sigilo de aprobación emanado de 1m 
tribunal superior ordinario del país donde se Izaya dictado el fallo". 

En materia de arbitraje, dicho requisito debe haber quedado 
descartado a partir de la ratificación de la Convención de Nueva 
York, con mayor razón cuando el artículo 242 del mismo Código 
hace primar los tratados internacionales por sobre las estipula-
ciones domésticas. En la jurisprudencia reciente, dicho requisito 
no fue un obstáculo para el reconocimiento de los laudos arbitra-
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les, sin embargo, seguía siendo invocado por la Corte.26 Dicha 
práctica se ilustra, por ejemplo, en el contexto de un exequátur 
otorgado en el año 2007 a una sentencia arbitral dictada en 
Argentina.27 La Corte, aunque no exigió la observancia estricta 
del artículo 246 del CPC, tomó expresamente en consideración 
las certificaciones emanadas de los tribunales argentinos y de la 
institución administradora del arbitraje, en las que se daba cuen-
ta del rechazo de los recursos interpuestos contra la sentencia 
arbitral. Finalmente, la Corte concluyó que, constando que la 
sentencia arbitral se encontraba ejecutoriada y cumpliéndose los 
requisitos del artículo IV de la Convención de Nueva York, se 
concedía el exequátur. 

Frente a esta práctica resulta decisiva la innovadora postura 
que la Corte Suprema adoptó en un procedimiento de exequátur 
de una sentencia arbitral dictada en Francia, que se encontraba 
sujeta a un proceso de anulación en el país de su origen.28 La 
parte demandada en el arbitraje se opuso al reconocimiento de 
la sentencia arbitral invocando, entre otros motivos, que el laudo 
arbitral no era obligatorio aún para las partes o que había sido 
anulado o suspendido por un tribunal del país de su dictación 
(art. V.l.e. de la Convención de Nueva York y arto 36.l.a.v de la 
LACI), debido a que la sentencia arbitral se encontraba sujeta a 
un procedimiento de anulación pendiente ante la Corte de 
Apelaciones de París. 

Según el derecho francés, la interposición del recurso de 
nulidad tiene para el laudo arbitral efectos suspensivos. Sin 
embargo, la Corte Suprema sostuvo que la ley aplicable al reco-
nocimiento de esa sentencia extranjera era la ley chilena, y por 
ende las consecuencias específicas previstas por el derecho fran-
cés para esos efectos, no tenían relevancia. La existencia de un 
proceso de anulación pendiente no era suficiente para denegar el 

26. Ver. por ejemplo. Corte Suprema, Rol N· 6615·2007, 15 de septiembre de 2008. Corte Suprema. Rol 
N° 3225·2008, 8 de septiembre de 2009. 

27. Corte Suprema, Rol W' 11 de enero de 2007. 
28. Corte Suprema, Rol N° 5228.2008, 15 de diciembre de 2009. 
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exequátur, sino que era necesario que se acreditara la correspon-
diente anulación o suspensión del fallo. 

Por último, la Corte se refirió a que el laudo era obligatorio 
para las partes acorde a lo establecido en el Reglamento aplica-
ble al procedimiento arbitral. En particular, el máximo tribunal 
proclamó: 

"De otra parte, el Reglamento de Arbitraje de la Cámara 
de Comercio Internacional señala en su artículo 28 N° 6 que: 
'Todo Laudo es obligatorio para las partes. Al someter su 
controversia a arbitraje según el Reglamento, las partes se 
obligan a cumplir sin demora cualquier Laudo que se dicte y 
se considerará que han renunciado a cualesquiera vías de 
recurso a las que puedan renunciar válidamente'. De dicha 
disposición se sigue que la sentencia dictada por dicho tribu-
nal resulta irreformable en el sistema previsto por esa nor-
mativa, de forma tal que el recurso formulado ante la justicia 
de Francia, no suspende los efectos de aquella, la que man-
tiene su vigencia y es posible ejecutarla en tanto no exista 
resolución de contrario, desde el momento que la tramita-
ción dispuesta en el marco de esa Cámara arbitral 10 fue en 
un contrato internacional suscrito por una entidad bancaria 
alemana y un mutuario chileno, quienes han recurrido al 
organismo arbitral y no al sistema judicial francés, por todo 
10 cual esta alegación también debe ser rechazada". 

La solución más adecuada en este contexto sería seguir con 
esta misma linea argumentativa, reforzando el carácter obligato-
rio de las sentencias arbitrales extranjeras. 

8. CONCLUSIÓN 

La jurisprudencia analizada ilustra una postura consistente 
de apoyo por parte de los tribunales ordinarios chilenos hacia el 
arbitraje comercial internacional. La Ley N° 19.971 ha tenido una 
acogida favorable en la jurisprudencia chilena. Es de esperar que 
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en la medida en que el número de los casos internacionales crez-
ca, el vocabulario conceptual y teórico de las Cortes se desarro-
He y profundice, siempre con miras de trabajar hacia la consa-
gración de Chile como una atractiva sede de arbitrajes interna-
cionales. 
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